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Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 09 de Madrid
C/ Gran Vía, 19 , Planta 1 - 28013
45029730

NIG: 28.079.00.3-2022/0031875

Procedimiento Abreviado 466/2022 C

Demandante/s:  D./Dña. SEBASTIAN ALBERTO ESPINOZA PROVOSTE
LETRADO D./Dña. JAIME MARTIN MARTIN
Demandado/s: DELEGACION DEL GOBIERNO EN MADRID
Sr. ABOGADO DEL ESTADO

SENTENCIA Nº 416/2022

En Madrid, a 25 de mayo de 2022.

Vistos por mí, D. TOMÁS COBO OLVERA, Magistrado-Juez del Juzgado de lo 
Contencioso-Administrativo nº 9 de los de Madrid, los presentes autos de procedimiento 

abreviado registrados con el número 466/2022 en los que figura como parte demandante  

D./Dña. SEBASTIAN ALBERTO ESPINOZA PROVOSTE representado por el LETRADO 
D./Dña. JAIME MARTIN MARTIN y como demandado la DELEGACION DEL 
GOBIERNO EN MADRID representada por el Sr. ABOGADO DEL ESTADO contra la 
resolución de la Delegación del Gobierno de Madrid de fecha 28-2-2022, por la que deniega 
al recurrente la autorización de residencia por circunstancias excepcionales.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- La parte recurrente formalizó su demanda en la que tras exponer los 
hechos y fundamentos de derecho que estimó pertinentes, terminó suplicando se dicte una 
sentencia estimatoria del recurso interpuesto y las correspondientes declaraciones en relación 
con la actuación administrativa impugnada.

SEGUNDO.- Admitida a trámite, se dio traslado de la misma a la Administración 
demandada para que la contestara en el plazo de VEINTE DÍAS, con el resultado que obra 
en autos.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Constituye el objeto del presente recurso la impugnación de la 
resolución de la Delegación del Gobierno de Madrid de fecha 28-2-2022, por la que deniega 
al recurrente la autorización de residencia por circunstancias excepcionales.

La resolución impugnada, en lo que ahora interesa, dice:
Cuarto: Examinada la documentación aportada por el interesado junto a la 

solicitud, se comprueba que concurren los siguientes motivos de denegación previstos en la 

normativa que regula este procedimiento:

- Al acreditarse relación laboral Irregular, encontrándose el trabajador en situación 

irregular, sin que exista resolución judicial o resolución administrativa confirmatoria del 

acta de infracción de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social o acta de conciliación 

(art. 124.1 del Real Decreto 557/2011 de 20 de abril, y Sentencia del Tribunal Supremo 

1184/2021 de 25/03/2021)
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- A l no acreditar relaciones laborales superiores a seis meses, en los dos años 

inmediatamente anteriores a la solicitud (art. 124.1 del Real Decreto 557/2011 de 20 de 

abril, y Sentencia del Tribunal Supremo 1184/2021 de 25/03/2021), [le fue denegada su 

solicitud de asilo el 09/01/20, y caducado su documento de solicitante de asilo el 18/04/20, 

habiendo cotizado de manera regular en Seguridad Social tan solo 3 días, desde el 

19/07/18], entendiéndose cumplido este requisito, cuando se supera este plazo aun con la 

suma de varios contratos que hayan podido acontecer de forma fraccionada o 

coetáneamente en el tiempo con varios empleadores siempre que se cumplan e i resto de 

requisitos que permitan inferir que estas relaciones laborales tienen la entidad suficiente 

para acceder al arraigo. A tales efectos, la relación laboral se entenderá como suficiente 

cuando haga efectivo el derecho a una remuneración equitativa y suficiente que proporcione 

a l trabajador y a su familia un nivel de vida decoroso. Po r ello, la relación laboral o en su 

caso las relaciones laborales que acontecen de forma coetánea deberán representar una 

jornada semanal no inferior a treinta horas en el cómputo global, y el salario percibido por 

la prestación profesional de los servicios laborales por cuenta ajena de cada una de las 

relaciones laborales que se acrediten, deberá ser una cuantía igual o superior al salario 

mínimo interprofesional que corresponda o el que proporcionalmente corresponda cuando 

se trate de contratos a tiempo parcial.

De igual manera el empleador/empresa deberá contar con los medios económicos, 

materiales y personales para hacer frente a las obligaciones derivadas de esa relación 

laboral.

SEGUNDO.- El art. 31 de la Ley de Extranjería, LO 4/2000, de 11 de enero, 
dispone:

“1. La residencia temporal es la situación que autoriza a permanecer en España por 
un período superior a 90 días e inferior a cinco años. Las autorizaciones de duración inferior 
a cinco años podrán renovarse, a petición del interesado, atendiendo a las circunstancias que 
motivaron su concesión. La duración de las autorizaciones iniciales de residencia temporal y 
de las renovaciones se establecerá reglamentariamente.

2. La autorización inicial de residencia temporal que no comporte autorización de 
trabajo se concederá a los extranjeros que dispongan de medios suficientes para sí y, en su 
caso, para los de su familia. Reglamentariamente se establecerán los criterios para 
determinar la suficiencia de dichos medios.

3. La Administración podrá conceder una autorización de residencia temporal por 
situación de arraigo, así como por razones humanitarias, de colaboración con la Justicia u 
otras circunstancias excepcionales que se determinen reglamentariamente.

En estos supuestos no será exigible el visado.
4. La autorización inicial de residencia temporal y trabajo, que autorizará a realizar 

actividades lucrativas por cuenta propia y/o ajena, se concederá de acuerdo a lo dispuesto 
por los artículos 36 y siguientes de esta Ley.

5. Para autorizar la residencia temporal de un extranjero será preciso que carezca de 
antecedentes penales en España o en los países anteriores de residencia, por delitos 
existentes en el ordenamiento español, y no figurar como rechazable en el espacio territorial 
de países con los que España tenga firmado un convenio en tal sentido.

6. Los extranjeros con autorización de residencia temporal vendrán obligados a poner 
en conocimiento de las autoridades competentes los cambios de nacionalidad, estado civil y 
domicilio”.
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El art. 124 del Real Decreto 557/2011, de 20 de abril, por el que se aprueba el 
Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, sobre derechos y libertades de los extranjeros en 
España y su integración social, tras su reforma por Ley Orgánica 2/2009, señala:

“Se podrá conceder una autorización de residencia por razones de arraigo laboral, 
social o familiar cuando se cumplan los siguientes requisitos:

1. Por arraigo laboral, podrán obtener una autorización los extranjeros que acrediten 
la permanencia continuada en España durante un periodo mínimo de dos años, siempre que 
carezcan de antecedentes penales en España y en su país de origen o en el país o países en 
que haya residido durante los últimos cinco años, y que demuestren la existencia de 
relaciones laborales cuya duración no sea inferior a seis meses.

A los efectos de acreditar la relación laboral y su duración, el interesado deberá 
presentar una resolución judicial que la reconozca o la resolución administrativa 
confirmatoria del acta de infracción de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social que la 
acredite.

2. Por arraigo social, podrán obtener una autorización los extranjeros que acrediten la 
permanencia continuada en España durante un periodo mínimo de tres años.

Además, deberá cumplir, de forma acumulativa, los siguientes requisitos:
a) Carecer de antecedentes penales en España y en su país de origen o en el país o 

países en que haya residido durante los últimos cinco años.
b) Contar con un contrato de trabajo firmado por el trabajador y el empresario en el 

momento de la solicitud para un periodo que no sea inferior a un año. Dicha contratación 
habrá de estar basada en la existencia de un solo contrato, salvo en los siguientes supuestos:

1.º En el caso del sector agrario, cabrá la presentación de dos contratos, con distintos 
empleadores y concatenados, cada uno de ellos de duración mínima de seis meses.

2.º En el caso de desarrollo de actividades en una misma ocupación, trabajando 
parcialmente y de manera simultánea para más de un empleador, se admitirá la presentación 
de varios contratos, todos ellos de duración mínima de un año, y cuya suma debe representar 
una jornada semanal no inferior a treinta horas en el cómputo global.

c) Tener vínculos familiares con otros extranjeros residentes o presentar un informe 
de arraigo que acredite su integración social, emitido por la Comunidad Autónoma en cuyo 
territorio tengan su domicilio habitual.

A estos efectos, los vínculos familiares se entenderán referidos exclusivamente a los 
cónyuges o parejas de hecho registradas, ascendientes y descendientes en primer grado y 
línea directa.

En los supuestos de arraigo social acreditado mediante informe, que deberá ser 
emitido y notificado al interesado en el plazo máximo de treinta días desde su solicitud, en 
éste deberá constar, entre otros factores de arraigo que puedan acreditarse por las diferentes 
Administraciones competentes, el tiempo de permanencia del interesado en su domicilio 
habitual, en el que deberá estar empadronado, los medios económicos con los que cuente, los 
vínculos con familiares residentes en España, y los esfuerzos de integración a través del 
seguimiento de programas de inserción sociolaborales y culturales. Simultáneamente y por 
medios electrónicos, la Comunidad Autónoma deberá dar traslado del informe a la Oficina 
de Extranjería competente.

A dichos efectos, el órgano autonómico competente podrá realizar consulta al 
Ayuntamiento donde el extranjero tenga su domicilio habitual sobre la información que 
pueda constar al mismo.

El informe de arraigo referido anteriormente podrá ser emitido por la Corporación 
local en la que el extranjero tenga su domicilio habitual, cuando así haya sido establecido por 
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la Comunidad Autónoma competente, siempre que ello haya sido previamente puesto en 
conocimiento de la Secretaría de Estado de Inmigración y Emigración.

El informe de la Corporación local habrá de ser emitido y notificado al interesado en 
el plazo de treinta días desde la fecha de la solicitud. Simultáneamente y por medios 
electrónicos, la Corporación local deberá dar traslado del informe a la Oficina de Extranjería 
competente.

El órgano que emita el informe podrá recomendar que se exima al extranjero de la 
necesidad de contar con un contrato de trabajo, siempre y cuando acredite que cuenta con 
medios económicos suficientes. En caso de cumplirse los requisitos previstos en el artículo 
105.3 de este Reglamento, se podrá alegar que los medios económicos derivan de una 
actividad a desarrollar por cuenta propia.

En caso de que el informe no haya sido emitido en plazo, circunstancia que habrá de 
ser debidamente acreditada por el interesado, podrá justificarse este requisito por cualquier 
medio de prueba admitido en Derecho.

3. Por arraigo familiar:
a) Cuando se trate de padre o madre de un menor de nacionalidad española, siempre 

que el progenitor solicitante tenga a cargo al menor y conviva con éste o esté al corriente de 
las obligaciones paternofiliales respecto al mismo.

b) Cuando se trate de hijos de padre o madre que hubieran sido originariamente 
españoles.

4. Por Orden del titular del Ministerio de la Presidencia a propuesta de los titulares de 
los Ministerios del Interior y de Trabajo e Inmigración y previo informe de la Comisión 
Laboral Tripartita de Inmigración, se podrá determinar la aplicación de la situación nacional 
de empleo a las solicitudes de autorización de residencia temporal por razones de arraigo 
social”.

En la demanda se indica lo siguiente:
I.-Infracción legal del art. 124.1 RD 557/2011, al no basarse este erróneo denegado 

en ningún precepto legal, ni reglamentario, cuando ya el Defensor del Pueblo estableció la 
compatibilidad del asilo político, con cualquier este arraigo, así lo ha acogido la Secretaría 
General de Migraciones, como la jurisprudencia, como la S. 16/2022 de 31 de enero dictado 
por el Juzgado Contencioso Administrativo de Valencia-9 y la unánime jurisprudencia de la 
Audiencia Nacional.

II.- Infracción constitucional del art. 118 CE y del art. 31.3 LO 4/2000 en relación al 
art. 3 CC. Extranjería tiene que acatar las resoluciones judiciales firmes, como la STS 
452/2021 de 25 de marzo en materia de arraigo laboral.

III. – Vulneración del Dº fundamental de tutela judicial efectiva del art. 24.2 CE en 
relación al art. 124.1 RD 557/2011, pues pese e estar plenamente integrado social, 
económica y laboralmente, le obliga a abandonar el país, con el sinsentido de dejar de 
ingresar en el erario público sus cotizaciones, sus tributos e impuestos y dejando así de 
contribuir a la riqueza nacional, cuando es preceptiva la estimación de arraigo laboral, por 
contar con relaciones laborales superiores a SEIS (6) MESES, lo que vulnera el Pº de 
LEGALIDAD ADMINISTRATIVA y de SEGURIDAD JURÍDICA del art. 9 CE.

IV.- Vulnera Dº fundamental del art. 24.2 CE de utilización de los medios de prueba 
en relación al art. 35 CE y 33.1 LO 4/2000, por imperativo jurisprudencial constante de las 
STS 452/2021 de 25 de marzo y STS 643/2021 de 6 de mayo, que confirma la anterior en 
materia de ARRAIGO LABORAL y del art. 118 CE.
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TERCERO.- No es fácil entender el desarrollo que se efectúa en la demanda, lo que 
poco ayuda a juzgador a la hora de resolver el presente litigio. Pero tampoco ayuda para tal 
fin la escueta contestación a la demanda que formula la Administración demanda, que se ha 
limitado prácticamente a reproducir la resolución impugnada y a manifestar, que no a 
argumentar, que tal resolución es conforme a derecho.

La STS de 25-3-2021, en relación con la prueba de la relación laboral señaló:
“la cuestión a resolver, como resulta de su propio enunciado, nos sitúa en el ámbito 

del derecho a la prueba ya que de lo que se trata es de determinar si la Administración, 

primero, y los Tribunales que revisan su actuación, después, por mor del citado precepto 

reglamentario se encuentran constreñidos a aceptar como prueba del arraigo laboral que se 

erige en presupuesto de esta autorización de residencia, exclusivamente, una resolución 

judicial o de la Inspección de Trabajo que acrediten la relación laboral, quedando excluidos 

cualesquiera otros medios de prueba que puedan acreditar tal arraigo.

Y nuestra respuesta ha de ser negativa, no sólo por la incidencia de la cuestión en 

aquel derecho fundamental, sino también por su incidencia en el concepto mismo de arraigo 

laboral, tal y como se define en el reglamento, que se vería injustificadamente restringido.

Como hemos tenido ocasión de recordar en nuestra sentencia de 16 de julio de 2020, 

rec. 3148/2019 -en la que abordábamos una cuestión similar relativa a la interpretación de 

otro precepto del mismo Reglamento que también contenía una mención de específicos 

medios de prueba-, la dimensión de la cuestión en el ámbito de un derecho fundamental 

amparado en el art. 24 CE, nos obliga a efectuar una interpretación de las normas que, 

lejos de ser restrictiva - como se pretende por el recurrente-, ha de ser favorable a la mayor 

efectividad de dicho derecho fundamental, del que gozan los extranjeros en igualdad de 

condiciones que los españoles ( SSTC 107/84, FJ 4; y 99/85, FJ 2).

Y también en este caso, al igual que en el resuelto por aquella sentencia, la 

interpretación propuesta por el recurrente se aleja del citado canon, pues si bien se ajusta a 

la dicción literal del precepto, ni es la única posible ni es la que más se acomoda al art. 24 

CE. En efecto, la interpretación del párrafo segundo del art. 124.1 del RD 557/2011, y la 

aparente imperatividad de su dicción literal debe ponerse en relación con el art. 128.1.c) de 

esa misma norma que no impone la aportación de ninguna documentación específica. Este 

precepto, al regular el procedimiento a seguir para obtener estas autorizaciones, indica que 

la solicitud deberá ir acompañada de la «documentación acreditativa de encontrarse en 

alguna de las situaciones a las que se refieren los artículos anteriores», sin que efectúe 

restricción alguna de la documentación que pueda aportarse para acreditar encontrarse en 

la situación, en este caso, de arraigo laboral.

Además, la interpretación puramente formal acogida en las resoluciones 

administrativas que se encuentran en el origen de este recurso -en las que se deniega la 

autorización por no haberse aportado exactamente alguno de los documentos señalados- 

nos lleva, paradójicamente, a concluir, sensu contrario, que en el caso de autos si la 

interesada, en vez de haber estado trabajando legalmente durante más de seis meses, como 

acredita con el certificado de vida laboral, lo hubiera hecho de forma clandestina 

constatada por la Inspección o por una resolución judicial, sí habría integrado el concepto 

de arraigo laboral y habría podido obtener la autorización de residencia, con el 

consiguiente desvalor de una situación laboral plenamente lícita que ello conlleva. No 

parece que esta conclusión tenga cabida en el concepto de arraigo laboral que se contiene 

en el reglamento.

La finalidad del párrafo segundo del art. 124.1 del Reglamento no es, ni puede ser, 

rectamente interpretado, la de restringir los medios de prueba del arraigo laboral, sino, por 

el contrario, la de facilitar la prueba del mismo cuando tenga sobre la base relaciones 
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laborales clandestinas, precisamente, por la dificultad de prueba que de tal circunstancia 

deriva. El precepto pretende, pues, salir al paso de los problemas que pueden plantearse 

para acreditar situaciones en las que el arraigo provenga de relaciones laborales ilegales, 

ocultas o clandestinas, pero no tiene por objeto restringir el concepto mismo de arraigo 

laboral a un tipo específico de relación laboral, la ilegal o clandestina, ni mucho menos 

imponer la obligación de denunciar la ilegalidad de la situación laboral a quien la padece. 

Nada de ello cabe colegir de la definición que del arraigo laboral se contiene en el apartado 

primero del precepto.

La interpretación que nos propone el recurrente, por la vía de una indebida 

restricción de los medios de prueba del arraigo laboral, a lo que realmente conduce es a 

una restricción del concepto mismo de arraigo laboral que quedaría circunscrito a las 

relaciones laborales clandestinas y, dentro de éstas, a las que hayan sido denunciadas ante 

la Inspección de Trabajo o ante los Tribunales, y la acotación en estos términos del 

concepto de arraigo laboral ni se desprende de la ley (art. 31.1 LOEx) ni cabe deducirlo de 

los términos en los que el reglamento se refiere al arraigo laboral que se limitan a aludir a 

"la existencia de relaciones laborales", sin más calificativo. El precepto sólo exige, además 

de carecer de antecedentes penales, demostrar, dentro de los márgenes temporales que 

indica, "la existencia de relaciones laborales" sin distinción alguna, y eso incluye 

cualesquiera relaciones laborales, las clandestinas, hayan aflorado o no ante la Inspección 

o los Tribunales, y las no clandestinas, como v.gr. -y éste es el caso de autos-, las que hayan 

podido concertarse al amparo de anteriores autorizaciones de residencia cuya vigencia 

hubiera expirado.

Ninguna justificación, ni apoyo en la definición de arraigo laboral contenida en el 

reglamento, tiene atribuir dicho arraigo a quien, permaneciendo en España al menos 

durante dos años, ha estado trabajando durante seis meses en forma ilegal o clandestina, y 

negárselo, en cambio, a quien, concurriendo las mismas circunstancias temporales, haya 

trabajado de forma legal al amparo de una autorización de residencia anterior que hubiera 

perdido vigencia.

Considera la Abogacía del Estado que esta interpretación convierte en superflua la 

existencia misma de la renovación de las autorizaciones de residencia cuyos requisitos, 

establecidos en el art. 71 ROEx, ya no sería necesario cumplir nunca, pues bastaría -dice- 

haber trabajado los primeros seis meses de la estancia en España para obtener «una suerte 

de arraigos laborales perpetuos e indefinidos hasta llegar a la autorización de larga 

duración». Ahora bien, esta situación, no sólo supondría una clara actuación en fraude de 

ley, sino que se trata, realmente, de un supuesto en el que lo que falta es el arraigo laboral 

mismo que, por su propio concepto, alude siempre a una relación laboral que debe ser 

cercana en el tiempo al momento de pretenderse la autorización que en él se base.

En definitiva, debemos concluir que exigencias derivadas, tanto del derecho a la 

prueba como del concepto mismo de arraigo laboral contenido en el reglamento, demandan 

que dicho arraigo laboral pueda ser acreditado por cualquier medio de prueba válido en 

derecho, incluido, por tanto, los certificados de vida laboral que acrediten una relación 

laboral que pueda haber derivado de una anterior autorización de residencia que hubiera 

perdido vigencia.

Esta respuesta se encuentra, además, en línea de continuidad con la doctrina 

sentada en nuestras sentencias de 8 y 10 de enero de 2007, recs. 38 y 39/2005, que, aunque 

referidas a una regulación de estas autorizaciones contenida en el anterior reglamento 

aprobado por el Real Decreto 2393/2004 -similar, aunque no exactamente coincidente-, 

mantenía un criterio favorable a la acreditación del arraigo laboral por cualquier medio de 

prueba.
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También éste es el criterio que mantiene el Defensor de Pueblo en la sugerencia de 

12 de julio de 2017, remitida al Ministerio de Empleo y Seguridad Social, Secretaría 

General de Inmigración y Emigración, precisamente en relación con supuestos muy 

similares al de autos atinentes al rechazo por la Subdelegación del Gobierno en Almería de 

un certificado de vida laboral para acreditar el arraigo laboral. Reproducimos, a 

continuación, las consideraciones que en dicha sugerencia se contienen de las que se 

desprende, además, que, al parecer, no fue siempre éste el criterio de la Administración 

(también en los autos que nos han sido remitidos obran ejemplos en tal sentido aportados 

por la recurrente originaria):

1. La administración afirmaba que ninguno de los interesados acreditó su relación 

laboral en la forma establecida, esto es, aportando una resolución judicial que la reconozca 

o la resolución administrativa confirmatoria del acta de infracción de la Inspección de 

Trabajo y Seguridad que la acredite. Sin embargo el letrado de los interesados ha 

demostrado fehacientemente la relación laboral de seis meses de sus representados a través 

de la correspondiente certificación pública oficial emitida por el Ministerio de Trabajo y 

Seguridad Social.

2. La norma que regula este supuesto prevé que la Administración podrá conceder 

una autorización de residencia temporal por situación de arraigo ( artículo 31.3 de la Ley 

Orgánica 4/2000), siempre que se demuestre la existencia de relaciones laborales cuya 

duración no sea inferior a seis meses ( artículo 124.1 Real Decreto 557/2011).

3. Si bien el precitado artículo 124.1 prevé que, a los efectos de acreditar la relación 

laboral y su duración, el interesado deberá presentar una resolución judicial que la 

reconozca o la resolución administrativa confirmatoria del acta de infracción de la 

Inspección de Trabajo y Seguridad Social que la acredite, dichos requisitos no deben excluir 

otros medios alternativos de acreditación que aunque no se hayan citado en el Reglamento 

de extranjería, resultan válidos en derecho, para demostrar la existencia de relaciones 

laborales.

4. Esa es la solución a la que llega el Tribunal Supremo en la Sentencia STS 

782/2007, cuando entiende que el citado precepto no restringe otros medios de prueba que 

demuestren la existencia de relación laboral y, según documentación aportada por el 

interesado, la misma respuesta ha venido ofreciendo esa Administración en anteriores 

ocasiones, al haber reconocido la certificación de vida laboral de los interesados como 

prueba demostrativa de su relación laboral.

5. Un cambio de criterio que venga a rechazar los medios de acreditación que, en la 

tramitación de anteriores expedientes, han constituido el apoderamiento para la concesión 

de la autorización de residencia por arraigo laboral, además de generar una situación de 

desigualdad, resulta incompatible con la doctrina de los actos propios que tienden a 

asegurar la vinculación de una declaración de voluntad con la imposibilidad de adoptar 

después un comportamiento contradictorio.

QUINTO

La interpretación que fija esta sentencia.

A la vista de cuanto hemos razonado, nuestra respuesta a la cuestión sobre la que se 

ha apreciado interés casacional objetivo para la formación de jurisprudencia debe ser que 

para poder obtener una autorización de residencia temporal por circunstancias 

excepcionales de arraigo laboral no es imprescindible que la acreditación de la relación 

laboral y de su duración lo sea exclusivamente a través de los medios establecidos en el 

párrafo segundo del art. 124.1 del Real Decreto 557/11, de 20 de abril, por el que se 

aprueba el Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, sobre derechos y libertades de los 

extranjeros en España y su integración social, tras su reforma por la Ley Orgánica 2/2009, 
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pudiendo acreditarse por cualquier medio de prueba válido, incluido el certificado de vida 

laboral que acredite una relación laboral derivada de una anterior autorización de 

residencia que hubiera perdido vigencia.

Pues bien, según el informe de vida laboral del recurrente que consta en las 
actuaciones, emitido por la Tesorería de la Seguridad Social, estuvo de alta laboral 8 meses y 
dos días. Este informe es prueba suficiente para acreditar el requisito previsto en el art. 124.1 
del RD 557/2011, que se reprodujo anteriormente. Por tanto, el recurrente ha acreditado 
relaciones laborales superiores a seis meses en los dos años anteriores a la solicitud de 
permiso de residencia y trabajo. Se debe precisar que los plazos administrativos estuvieron 
suspendidos por motivos de la pandemia. 

La interpretación que pretende la Administración en relación con la prueba de la 
relación laboral, basada en la Instrucción SEM 1/2021, sin perjuicio de no constituir una 
norma de cumplimiento externo, no casaría con la interpretación que ha dado el Tribunal 
Supremo a este tipo de prueba, como se ha puesto de manifiesto anteriormente.

CUARTO.- Por tanto, procede estimar el recurso, sin que proceda imposición de 
costas debida a la complejidad del asunto.

Vistos los preceptos citados y demás de general y pertinente aplicación

FALLO

Estimo el recurso contencioso-administrativo interpuesto por D. Sebastián Alberto 
Espinoza Provoste, frente a la resolución impugnada por no ser conforme a derecho, 
declarando su nulidad, reconociendo el derecho del actor a que se le otorgue el permiso de 
residencia en España por razones excepcionales. Sin costas.

Notifíquese  la presente resolución a las partes haciéndoles saber que frente a la 
misma cabe interponer recurso de apelación en el plazo de 15 días.

La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido dictada sólo 

podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal que los mismos contuvieran y con 

pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber de tutela 

o a la garantía del anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda.

Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con fines contrarios a 

las leyes.
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